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Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 

Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh   

 

Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Mediante un Recurso de Revisión con fecha del 9 de junio de 

2016, presentado por derecho propio y en forma pauperis, 

comparece el Sr. Luis Ríos Martínez (en adelante, el recurrente), 

quien se encuentra confinado bajo la custodia del Departamento 

de Corrección y Rehabilitación (en adelante, Departamento de 

Corrección).  Nos solicita que revoquemos una Resolución 

(Respuesta en Reconsideración) emitida el 25 de abril de 2016 y 

notificada el 5 de mayo de 2016, por el Coordinador Regional de la 

División de Remedios Administrativos del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (en adelante, División de Remedios).  

Por medio de la Resolución recurrida, el Coordinador Regional 

denegó la solicitud de reconsideración del recurrente y confirmó 

una Respuesta al Miembro de la Población Correccional que 

concluyó que el recurrente cumplía los veinticinco (25) años 

reglamentarios para ser referido a la Junta de Libertad Bajo 

Palabra (en adelante, la Junta o JLBP) el 27 de septiembre de 
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2016.  Asimismo, la División de Remedios estableció que con 

posterioridad a esa fecha, el recurrente debía cumplir treinta (30) 

días de reclusión por otro caso, relacionado al Artículo 121 del 

Código Penal de 1974 (agresión), 33 LPRA sec. 4749. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma la determinación recurrida. 

I. 

 De acuerdo al expediente de epígrafe, el 16 de diciembre de 

2015, el recurrente instó una Solicitud de Remedios 

Administrativos.  En síntesis, adujo que existía un error en la Hoja 

de Liquidación de Sentencia en cuanto a que en la Hoja fechada 4 

de diciembre de 2015 indicaba que la fecha mínima de su 

sentencia era el 27 de octubre de 2016, mientras que otra Hoja de 

Liquidación de Sentencia con fecha de 2 de septiembre de 2015 

mostraba que el mínimo de su sentencia era el 27 de septiembre 

de 2016.  El recurrido sostuvo que el cómputo fue alterado en 

perjuicio suyo y solicitó que se corrigiera el mismo. 

 El 18 de marzo de 2016, notificada el 7 de abril de 2016, la 

División de Remedios emitió una Respuesta al Miembro de la 

Población Correccional.  En esencia, se le informó al recurrente la 

Respuesta del Área Concerniente, en la que se determinó que: 

El 27 de septiembre de 2016, es la fecha en que usted 
cumple los 25 años reglamentarios para la Junta 

Libertad Bajo Palabra, posterior a esa fecha usted 
tiene que cumplir 30 días por el caso 1, Art. 121 con 
una fecha en el mínimo del 27 de octubre de 2016. 

 
 Inconforme con la aludida Respuesta, el 15 de abril de 2016, 

el recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración en la cual 

alegó que la Respuesta no respondió a su solicitud de remedio.  El 

25 de abril de 2016, entregada al recurrente el 5 de mayo de 2016, 

el Coordinador Regional emitió una Resolución (Respuesta de 

Reconsideración). Básicamente, denegó la solicitud de 
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reconsideración del recurrente y confirmó la Respuesta al Miembro 

de la Población Correccional.   

 Inconforme con la anterior determinación, con fecha del 2 de 

junio de 2016, el recurrente presentó el recurso de revisión de 

epígrafe y adujo que el Departamento de Corrección cometió dos (2) 

errores, a saber: 

Cometió error la Administración de Corrección a través 
de Coordinador de la División de Remedios 

Administrativos al no cumplir en este caso con el 
debido proceso de ley que le garantiza el Art. II Sec. 7 
de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico y lo dispuesto en el reglamento para Atender las 
solicitudes de Remedios Administrativos Radicados por 
los Miembros de la Población Correccional del 19 de 

diciembre de 2008. 
 

Cometió error la Administración de Corrección a través 
del Coordinador de la División de Remedios 
Administrativos al atribuirse poderes de reglamentar 

y/o (sic) revisar Reglamentos de la Agencia #8583 del 
4 de mayo de 2015 revisado el 8 de junio de 2015, por 

el Sr. Andrés Martínez Colón, Coordinador Regional y 
el Sr. Edwin J. Dávila, Evaluador, adscritos a la 
División de Remedios Administrativos del Complejo 

Correccional de Bayamón Región Este; Autoridad o 
Poderes que la Asamblea Legislativa no ha autorizado 
por ley. 

 
 El 1 de julio de 2016, dictamos una Resolución para 

concederle un término a vencer el 13 de julio de 2016 al 

Departamento de Corrección, representado por la Procuradora 

General, para presentar su alegato en oposición.  Además, se le 

instruyó a la Secretaria del Tribunal de Apelaciones a que le 

remitiera copia del recuso instado con su anejos a la Procuradora 

General.  El 13 de julio de 2016, la Procuradora General presentó 

un Escrito en Cumplimiento de Resolución.  

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

exponemos el derecho aplicable. 

II. 

A. 

Constituye norma jurídica firmemente establecida en el 

ámbito del derecho administrativo que los tribunales deben 
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concederle la mayor deferencia a las decisiones administrativas por 

gozar las mismas de una presunción de validez, dada la 

experiencia que se les atribuye a estas.  IFCO Recycling v. Aut. 

Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, 181 DPR 969, 1002 (2011).  La anterior normativa se 

fundamenta en que son los organismos administrativos los que 

poseen el conocimiento especializado sobre los asuntos que por ley 

se le han delegado.  Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 

DPR 923, 940 (2010); JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 

DPR 177, 186 (2009).  

En cuanto a las determinaciones de hechos formuladas por 

la agencia recurrida, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido reiteradamente que, como norma general, los 

tribunales no intervendrán con estas, siempre y cuando se 

desprenda del expediente administrativo evidencia sustancial que 

las sostenga.  Al realizar dicha determinación, los tribunales deben 

utilizar un criterio de razonabilidad y deferencia.  The Sembler Co. 

v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012); Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, supra.  A su vez, la evidencia sustancial 

es aquella relevante que una mente razonada podría entender 

adecuada para sostener una conclusión.  Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, supra, a la pág. 1003, citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 

161 DPR 69, 76-77 (2004).  

Con el propósito de “convencer al tribunal de que la 

evidencia en la cual se fundamentó la agencia para formular una 

determinación de hecho no es sustancial, la parte afectada debe 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el 

punto de que no se pueda concluir que la determinación de la 

agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que 

tuvo ante su consideración”.  Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 
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131 (1998).  Véanse, además, Rebollo v. Yiyi Motors, supra, a la 

pág. 77; Metropolitana S.E. v. A.R.PE., 138 DPR 200, 212-213 

(1995); Hilton Hotels v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 670, 686-

687 (1953). 

No obstante, las conclusiones de derecho realizadas por las 

agencias serán revisables en toda su extensión.  Torres Santiago v. 

Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 

supra.  Ahora bien, esto no significa que los tribunales pueden 

descartar libremente las conclusiones e interpretaciones de la 

agencia.  Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, supra; Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 

(2005). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expuesto que “[l]a 

deferencia reconocida a las decisiones de las agencias 

administrativas habrá de ceder, solamente, cuando la misma no 

esté basada en evidencia sustancial, cuando la agencia ha errado 

en la aplicación de la ley y cuando su actuación resulte ser una 

arbitraria, irrazonable o ilegal”.  The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, supra, a la pág. 822. Véase, además, Otero v. Toyota, 

supra.  Igualmente, el Tribunal Supremo ha clarificado que la 

deferencia concedida a las agencias administrativas únicamente 

cederá cuando: (1) la determinación administrativa no está basada 

en evidencia sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado 

en la aplicación o interpretación de las leyes o los reglamentos que 

se le ha encomendado administrar; (3) cuando el organismo 

administrativo actúa arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una base racional; o (4) 

cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. 

Sólidos, supra, a las págs. 744-745, citando a Empresas Ferrer v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007). 
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III. 

 A pesar de que el recurrente adujo en su escrito que la 

División de Remedios infringió su derecho a un debido proceso de 

ley y se atribuyó poderes de reglamentación propios de la 

Asamblea Legislativa, lo cierto es que no indicó de qué manera 

ocurrieron las alegadas infracciones al debido proceso de ley o el 

modo en el que la agencia recurrida se apartó de lo establecido por 

el Reglamento Núm. 8583.  Por lo tanto, no es necesario que 

discutamos los señalamientos de error según aducidos por el 

recurrente. 

Ahora bien, se desprende de su escrito que el recurrente 

cuestiona la razón por la cual existe un error de cómputo en el 

mínimo de su sentencia.  Hemos revisado las copias de las Hojas 

de Control Sobre Liquidación de Sentencias que obran en el 

expediente y no se desprende error alguno en las mismas.  Por el 

contrario, de todas ellas se desprende con meridiana claridad que 

el recurrente cumple el mínimo de veinticinco (25) años para ser 

referido a la Junta de Libertad Bajo Palabra por el delito de 

asesinato en primer grado el 27 de septiembre de 2016. No 

obstante, al tener una condena de reclusión consecutiva por el 

delito de agresión, por la cual, dicho sea de paso, se le concedieron 

bonificaciones, el recurrente cumplirá el mínimo de la totalidad de 

su condena el 27 de octubre de 2016.  Por consiguiente, en el caso 

de autos, es incuestionable que no incidió la agencia 

administrativa al denegar la Solicitud de Remedio Administrativo 

del recurrente. 

Aclarado lo anterior y bajo el palio del marco jurídico 

previamente aludido, debemos destacar que las determinaciones 

de las agencias administrativas gozan de una presunción de 

validez, razón por la cual debemos concederle la mayor deferencia 

y no intervenimos con las mismas, a menos que se nos demuestre 



 
 

 
KLRA201600614    

 

7 

que existe otra prueba que menoscabe el valor probatorio de la 

evidencia impugnada.  El recurrente no ha logrado demostrarlo.  

De conformidad con lo anterior, concluimos que la determinación 

recurrida no es errónea y forma parte del ejercicio razonable del 

Departamento de Corrección.  

IV. 

En mérito de todos los fundamentos antes expresados, se 

confirma el dictamen recurrido.   

Notifíquese inmediatamente por correo electrónico o por 

facsímil y, posteriormente, por la vía ordinaria.  El Secretario 

de Corrección deberá entregar copia de esta Sentencia al 

confinado, en cualquier institución donde este se encuentre.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


